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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 767/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a treinta de enero de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 767/2018-3, promovido por **********contra actos de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, y Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la propia dependencia; y,

R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo del diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por**********mediante el cual demanda a la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí y a la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la propia dependencia; por la nulidad de: “Resolución de data **********(sic), respecto del Procedimiento de responsabilidad Administrativa registrado bajo el Número de expediente **********.”; siendo la fecha correcta de esta resolución el **********, quien manifiesta que tuvo conocimiento de misma el ********** en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera..- Con auto del  quince de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo a la autoridad por contestando la demanda, oponiendo excepciones y ofreciendo pruebas; de lo cual se dio vista a la parte actora, para los efectos legales consiguientes; en el propio auto, se tuvieron por ofrecidas las pruebas de las partes, se fijó fecha y hora para la audiencia final del juicio, para el cinco de noviembre de dos mil dieciocho..- Por auto de fecha treinta de octubre de dos mil dieciocho, se admitió a trámite el Incidente de Objeción de Pruebas interpuesta por el autorizado de la parte actora, se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas con el escrito para en el término de cinco días hábiles expresaran lo que a su derecho conviniera, asimismo se ordenó diferir  la audiencia  de ley, hasta en tanto feneciera  el término otorgado, a las autoridades demandadas..- Mediante proveído de fecha veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho, se tiene a la autoridad demandada por contestando la vista concedida en auto de fecha treinta de octubre referido, relativo al Incidente de Objeción de Pruebas promovido por la parte actora; manifestaciones de las cuales se señaló serán tomados en consideración al momento de resolver el Incidente, que dada a su naturaleza, será resuelto en la sentencia definitiva, y se fijó las 11:00 once horas del 10 diez de diciembre de 2018 dos mil dieciocho, para la celebración de la audiencia final en este juicio; la cual tuvo verificativo sin la asistencia del autorizado y diverso apoderado de la parte actora, Se hace constar que no asistió representante alguno de las autoridades demandadas; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación e hizo relación de las constancias; de los que se desprende que mediante auto de fecha treinta de octubre señalado, se admitió a trámite el Incidente de Objeción de Pruebas interpuesto por la parte actora; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las ofrecidas por las partes; en etapa de alegatos, se certificó que  se formularon estos por la parte actora y por el diverso delegado de las autoridades demandadas; y se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, por tratarse de una controversia suscitada de una resolución definitiva en materia de responsabilidad administrativa, impuesta a un servidor público, por la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en la cual se ejerce jurisdicción.

En cuyo caso, en cuanto al fondo del asunto, deberá estarse a lo previsto en la Ley de Justicia Administrativa del Estado, Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y demás ordenamientos legales aplicables, vigentes al momento de iniciado el procedimiento disciplinario correspondiente; según lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Por lo que, la competencia para resolver el presente juicio, se sustenta en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 3º fracción II y 19 fracciones III, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; y 90, de la abrogada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se impugna una resolución definitiva que sanciona al accionante, en aplicación de dicha Ley de Responsabilidades, dictada por el Órgano Estatal de Control de esta entidad federativa, donde este Tribunal ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del acto reclamado, visible en fojas  16 a la 49 de este sumario, documental que hace prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I,  74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí y Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la  propia dependencia, se encuentran debidamente acreditadas en este Juicio Contencioso,  de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, quienes comparecieron al presente juicio por conducto del Licenciado **********, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, quien acreditó su legitimación con la copia certificada del nombramiento visible en fojas 497 del sumario.
Lo anterior se desprende del texto de la copia certificada del nombramiento otorgado al Licenciado **********, en la cual se hace constar que el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo le otorga  en la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, dependiente de la Contraloría General del Estado, el puesto de Director General, en la  Dirección  General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría del Estado, lo que conlleva que tenga facultades y competencia para comparecer en representación  de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí y de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de dicha dependencia conforme lo dispuesto en el artículo 4° fracción  II, Inciso a), b), c) y d), 16 fracciones I y II del Reglamento Interior Poder Ejecutivo del Estado Contraloría General del Estado, que a la letra establecen: 
“Artículo 4°. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Contraloría contará con las siguientes unidades administrativas:

“…I. El Contralor General del Estado; del que a su vez dependen (…).”

“…II. La Dirección General de Control y Auditoría, de la que a su vez dependen: (…).”

“III. La Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, de la que a su vez dependen:
a) La Dirección Jurídica y de Contrataciones Públicas;

 b) La Dirección de Responsabilidades y Ética Pública; 

c) La Dirección de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial, y 
d) Notificadores. 

“Artículo 16. Corresponde a la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, el ejercicio de las siguientes atribuciones:

“…I. Representar legalmente al Contralor y a las unidades administrativas de la Contraloría ante todo tipo de autoridades, por sí o a través del titular del área jurídica a su cargo;

“…II. Contestar y dar seguimiento a las demandas que se formulen en contra de la Contraloría ante los tribunales judiciales o administrativos, estatales o federales, en coordinación con las unidades administrativas involucradas
[Énfasis añadido]
Bajo esa premisa, se tiene acreditada para todos los efectos legales la personalidad y legitimación del Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo en consulta, el cual sobre este tema, sólo exige que la personalidad de la autoridad demandada se acredite con la copia certificada del nombramiento conferido; lo que en la especie aconteció al exhibir el documento público reseñado en el presente Considerando, expedido por el Servidor Público competente en el ejercicio de sus funciones, que adquiere pleno valor probatorio de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de la Resolución de fecha **********dictada dentro del  Procedimiento de Responsabilidad Administrativa Número **********emitido por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; acto el cual fue exhibido por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, las documentales visibles en fojas 15 a la 470 de este sumario, que se detallan: 1.- Copia certificada de la Resolución de fecha **********dictada dentro del  Procedimiento de Responsabilidad Administrativa Número **********2.- Cédula de notificación de la resolución de fecha **********; 3.- Copia certificada del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número ********** y 4.- La presuncional legal y humana. 

Las autoridades demandadas, para acreditar la legalidad de los actos impugnados, ofrecieron: 1.- La presuncional legal y humana e Instrumental de actuaciones; y, 2.- Copias certificadas del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa Número **********ofrecido por la parte actora.
Documentales antes citadas, aportadas por las partes, que adquieren pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ellas, conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I,  74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su respectiva contestación que obra en fojas 487a la 496 de este sumario, hicieron valer la excepción de Improcedencia de la acción que basan en que el acto que se impugna es un acto que se dictó en total apego a la legalidad, y oponen la defensa  “Sine Actione Agis”, que funda en que le corresponde al actor probar la supuesta ilegalidad de que según su dicho está revestida la resolución impugnada. A ese respecto, cabe señalar que dicha excepción y defensa  deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio.
QUINTO.- De acuerdo con lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta, igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva.

Previamente al análisis de fondo de los conceptos impugnados por el actor; debe decirse que las demandadas en su escrito de contestación, objetaron las documentales públicas primera y segunda aportadas por la parte actora; señalando como razones de su objeción, que se objetan por no reunir los requisitos previstos en el artículo 233 fracción IX del Código Procesal Administrativo del Estado, y 273, 276, 282, 289 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles del Estado, pues el oferente omitió relacionar dicha prueba con los hechos específicos de la demanda, y además en cuanto a su alcance y valor probatorio que el actor le pretenda dar a dichas probanzas.

Sobre la objeción de documentos, debe señalarse por parte de esta Sala Unitaria, que conforme a lo dispuesto por los artículos 100, 119 y 122 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado, la misma puede ser en cuanto a su autenticidad o referente a su alcance y valor probatorio; que cuando se impugne la autenticidad de un documento, ya sea por falsedad de su contenido o firma, deben señalarse los indubitables para el cotejo y promoverse la prueba pericial correspondiente, pues de lo contrario se tendrá por no impugnado el instrumento; y que, cuando se refute su alcance y valor probatorio, únicamente constituye una oposición a la pretensión del oferente que desea que esos medios de convicción sean dignos de valor al momento de emitirse la sentencia respectiva, caso en el cual, será necesario que quien la promueva precise las razones que tiene para ello y señale las pruebas que sustenten sus afirmaciones.

Al  respecto si bien se advierte que las demandadas objetaron dichas probanzas en forma general, en cuanto a que no fueron relacionas con los hechos específicos y respecto a su alcance y valor probatorio, lo es también que no acreditaron las objeciones que hicieron, ya que para ello es necesario justificar la impugnación respectiva, no oponerla con afirmaciones generales en cuanto a su alcance y valor probatorio, sino que se debe establecer de forma clara y precisa dichas objeciones, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa, razón por la cual resultan improcedentes sus objeciones.
Tiene aplicación  por analogía la tesis de jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito con No. Registro: 222,775, Jurisprudencia, Materia(s): Civil, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VII, Mayo de 1991, Tesis: VI.2o. J/125, Página: 87, Genealogía: Gaceta número 41, Mayo de 1991, página 107, que a la letra dice: 

“DOCUMENTOS. OBJECION. No basta expresar que se objeta un documento sino que en todo caso es necesario precisar en qué se hace consistir la objeción y desde luego probarla, atendiendo a las reglas que prevé el artículo 263 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Puebla.” 
Por otro lado, también se advierte de las constancias que integran este expediente, que la parte actora interpuso con fecha 29 de octubre de 2018, el Incidente de Objeción de Pruebas, en cuanto al alcance y valor probatorio, respecto de la documental que aporta la autoridad demandada, señalando que lo interpone en base a las siguientes afirmaciones: 

1.- En el escrito inicial del Incidente en cuestión, objeta la documental en la que trata de otorgar personalidad a los Licenciados **********, en cuanto al alcance y valor probatorio respecto de la documental, afirmando que carece de los requisitos Constitucionales de la debida fundamentación y motivación, violando la jerarquía  de los artículos 14 y 16, así como los artículos 164 fracción V, 139 y demás correlativos del Código procesal Administrativo para el Estado  de San Luis Potosí, toda vez que dicha documental no señala el motivo que pretenden demostrar careciendo de valor probatorio,  y que sin fundar claramente  su pretensión en ningún artículo e ignorando de que ley se trata, por ende, encuentra una violación debiendo observar dichas circunstancias; 

2.- Asimismo señala en su escrito de ampliación del Incidente de Objeción de pruebas en cuanto a su alcance y valor probatorio, de fecha ********** que objeta el nombramiento con el que comparece  el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, ya que no cumple con los artículos 14 y 16 de la Constitución en cuanto a la debida fundamentación y motivación, ya que no cita las disposiciones legales en que se basó para otorgar la personalidad, en razón de que no especifica a que institución pública del Estado pertenece para ocupar el puesto que se aludió, es decir que se desconoce si está facultado para comparecer a juicio en calidad de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en representación de las demandadas.

La parte actora para acreditar las objeciones que hace en este Incidente de Objeción de Pruebas, en cuanto al alcance y valor probatorio respecto de la documental que aporta la autoridad demandada, ofreció las siguientes probanzas:
En el escrito inicial de Interposición del Incidente de fecha  29 de octubre de 2018, ofreció: 1.- La documental primera, que hace consistir en la documental que  acompaña la demandada con la que tratan de otorgar personalidad a los Licenciados **********dentro del escrito de demanda que presentó; 2.- La presuncional legal y humana. 
 En el escrito de ampliación del Incidente de Objeción de pruebas en cuanto a su alcance y valor probatorio, de fecha 30 de octubre de 2018, ofreció  las siguientes: 1.- La documental  con que comparece a juicio para acreditar su personalidad el Licenciado **********; y 2.- La presuncional legal y humana. 

Debe señalarse para una mejor comprensión por parte de esta Sala Unitaria, que la documental con la que compareció el Licenciado **********, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, se hace consistir en la copia certificada del nombramiento expedido a su nombre visible en fojas 497 del sumario.

Por su parte las autoridades demandadas respecto al Incidente planteado por la parte actora, señalaron en su escrito de contestación que obra  en fojas 522 a la 526 de este sumario, que la personalidad de esa autoridad quedó fundada en el proemio del oficio de fecha veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho, aunado a lo anterior que en el proemio del oficio en mención  se expuso que se comparecía en  la calidad de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, por sí y en representación del Contralor General y de la Directora de Responsabilidades y Ética Publica de la Contraloría  General del Estado; y objetó las pruebas de Instrumental de actuaciones y Presunción Legal,  afirmando que la oferente omitió relacionarlas con los hechos que pretende probar; ofreciendo como pruebas de su parte en este Incidente que se analiza, la Presuncional legal y Humana.
Conforme a lo anterior, esta Tercera Sala Unitaria procede al estudio de los argumentos vertidos por la parte incidentista, los cuales se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas  por  la actora en este procedimiento. 
Determinando que los argumentos hechos valer por la Incidentista, resultan infundados, atendiendo a los argumentos vertidos en el Considerando Segundo de esta sentencia, en la cual se procedió al análisis de la personalidad y legitimación del Licenciado **********, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en el que se determinó que se encuentra acreditada en este expediente, previo análisis del nombramiento que le fue otorgado y que adjuntó en  su escrito de contestación.
Sin embargo y para una mayor comprensión, se señala que la documental consistente en la copia certificada del nombramiento que le fue conferido al Licenciado **********, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, que adjunta dicha autoridad en su escrito de contestación de demanda para acreditar su legitimación para comparecer a este juicio por sí y en representación de las autoridades demandadas, es suficiente en cuanto al alcance y valor probatorio que se pretende para acreditar la personalidad con que se ostenta en juicio la demandada.  
Ello es así, en virtud de que se advierte del contenido del nombramiento en estudio, fue expedido a favor del Licenciado **********, para ocupar el puesto de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría del Estado, por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo Estatal, único funcionario competente para la expedición de este tipo de nombramientos, de acuerdo con el Decreto Administrativo expedido por el Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí y publicado en el órgano oficial de difusión el 22 de marzo de 1996; por lo que dicha documental es el documento idóneo para acreditar dicho extremo, conforme lo dispuesto por el artículo  220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, la cual contrario a lo que aduce la incidentista, no requiere que exista en su texto la citación de las disposiciones que le otorgan atribuciones y competencia, pues basta que se señale en el mismo únicamente el cargo y/o puesto que se le otorga, para que surta los efectos jurídicos que se pretende al comparecer en este expediente en el carácter con que se ostenta.
Es menester señalar, que en términos del numeral en cita, sólo se exige que la personalidad de la autoridad demandada se acredite con la copia certificada del nombramiento conferido; lo que en la especie aconteció al exhibir el documento público reseñado en el presente Considerando, expedido por el Servidor Público competente para tal efecto, en el ejercicio de sus atribuciones, facultades y funciones, por lo que adquiere pleno valor probatorio de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por otra parte resultan infundados los argumentos que vierte en este Incidente en su escrito inicial de fecha 29 de octubre de 2018, en razón de que atendiendo a los razonamientos citados con anterioridad y lo sostenido en el Considerando segundo de esta sentencia, en el cual se tiene acreditada para todos los efectos legales la personalidad y legitimación del Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, para comparecer en este juicio en representación de las demandadas, y facultado para designar delegados conforme al artículo 220 primer párrafo, del citado Código Procesal Administrativo.
Bajo esa premisa, la documental que adjunta la autoridad demandada es suficiente para acreditar los extremos que pretende, es decir, que le fue conferido al Licenciado **********, el puesto de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría del Estado.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 6 a la 57 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599, que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Determinado lo anterior, antes de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hacen valer la  demandante, es obligación de esta Sala Unitaria analizar y resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado, misma que es controvertida por la actora en su concepto primero, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 250 fracción I y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:
“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“…I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”

“… La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

“…Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

[Énfasis añadido]

Asimismo resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, publicada el veintiuno de febrero de dos mil catorce en el Semanario Judicial de la Federación, que se localiza de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que establece:

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad..- Amparo directo 442/2013. Operadora de Personal de Casa Ley 50, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Morones Dávalos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María del Socorro Avendaño Núñez.”

 Así las cosas, se procede a examinar la competencia de la autoridad en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.

Concepto de impugnación que en la parte que interesa, de manera literal refiere: 

“… Ahora, como se corrobora, el acto administrativo controvertido no satisface la formalidad legal y constitucional en comentario (…), “

“…Es importante destacar que  el documento de autoridad que contenga  un acto de molestia para el gobernado se deben invocar las disposiciones legales, (…), toda vez que  se traduce en que este ignore si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho.”

Concepto de impugnación que resulta infundado.

En primer término, se debe de precisar que se desprende del texto de la resolución impugnada, dictada por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí,  que la autoridad demandada cita en cuanto a su competencia en el Considerando Primero, diversa normatividad con que funda su competencia, entre los cuales se pueden resaltar, los  artículos 4° fracción  II, Inciso a), b), c) y d), 16 fracciones I y II del Reglamento Interior Poder Ejecutivo del Estado Contraloría General del Estado, que a la letra establecen: 

“Artículo 1°. La Contraloría General del Estado como dependencia del Poder Ejecutivo Estatal, tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan los artículos 43, 44, 44 Bis, 44 Ter, 44 Quáter y 44 Quinque de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y demás leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Gobernador del Estado.

“Artículo 4°. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Contraloría contará con las siguientes unidades administrativas:

 “III. La Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, de la que a su vez dependen:
“… b) La Dirección de Responsabilidades y Ética Pública; “

“Artículo 14. Corresponde a las y los titulares de las Direcciones Generales, el ejercicio de las siguientes atribuciones y facultades de carácter general:

“…XII. Ejercer en su caso, las atribuciones y funciones de las Direcciones de Área que dependen de la Dirección General a su cargo;”

“Artículo 16. Corresponde a la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, el ejercicio de las siguientes atribuciones:

“…I. Representar legalmente al Contralor y a las unidades administrativas de la Contraloría ante todo tipo de autoridades, por sí o a través del titular del área jurídica a su cargo;

“…II. Contestar y dar seguimiento a las demandas que se formulen en contra de la Contraloría ante los tribunales judiciales o administrativos, estatales o federales, en coordinación con las unidades administrativas involucradas”

“Articulo 23. La Dirección General de Legalidad e Integridad Pública contará con la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, a la que corresponden las siguientes atribuciones:

“…I. Determinar la procedencia o improcedencia de iniciar los procedimientos administrativos de responsabilidad y, en su caso, citar al presunto responsable a la audiencia inicial en los términos de la Ley de Responsabilidades;

“…II. Ejercer las atribuciones de autoridad substanciadora y resolutora, en los términos de la Ley de Responsabilidades;

“…III. Ordenar la práctica de las diligencias de investigación que se estimen procedentes y citar a otra u otras audiencias, cuando no se hayan agotado las diligencias necesarias para emitir la resolución respectiva, así como acordar el cierre de instrucción del procedimiento;

[Énfasis añadido]

Numerales de los que se obtiene que la autoridad demandada no es omisa en fundar su competencia en el acto reclamado, ya que señala las disposiciones legales que le otorgan legitimación y facultades para emitir la resolución reclamada, las cuales son aplicables al asunto que nos ocupa.
Conforme a las anteriores consideraciones, es suficiente la fundamentación de la competencia de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, toda vez que de los preceptos legales y reglamentarios invocados se desprende la existencia y competencia de la autoridad emisora del acto reclamado. 

En esa tesitura resulta competente la autoridad emisora del acto impugnado, al señalarse en el mismo acto administrativo o resolución impugnada el artículo y fracción que le otorgan la facultades para conocer y resolver el Procedimiento Administrativo de Responsabilidad instaurada a la accionante, lo que genera que no se contravengan las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

SEPTIMO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y análisis del segundo concepto de impugnación, referente a la prescripción planteada por la parte actora; el cual es presupuesto procesal, que debe atenderse y resolverse antes que las violaciones de naturaleza adjetiva, ya que de lo contrario, podría propiciar el retardo en la resolución del asunto y la promoción innecesaria de ulteriores impugnaciones. 

Concepto de impugnación que en la parte que interesa, de manera literal refiere: 

“SEGUNDO.- EL ACTO QUE SE COMBATE EN ESPECIAL  SU CONSIDERANDO QUINTO TRANSGREDE TOTALMENTE EL ARTICULO  81 ULTIMO PARRAFO DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSI, (…).”.- Es de vital importancia puntualizar la existencia de un procedimiento viciado desde el inicio que deriva específicamente de la actuación del entonces Contralor Interno,… que por medio del oficio número ********** remite al… Contralor General del Estado,… la investigación… que consta en el Expediente Administrativo de Investigación número ********** por presuntas irregularidades administrativas por las razones expuestas,…”.- “lo que resulta indebido en el sentido de que el entonces Contralor Interno de la Secretaría de Finanzas no laboró en la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado y, en consecuencia, no emite resolución o conoce del asunto por no tener competencia y, como consecuencia, TURNA EL EXPEDIENTE DE QUEJA A LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO Y A SUS SUBORDINADOS EN DATAS 24 Y 27 FEBRERO DE ********** Y HASTA EL MES DE **********, LO SUBSTANCIARON Y EL 13 DE OCTUBRE DE LA MISMA ANUALIDAD NOTIFICAN A LA SUSCRITA LA EXISTENCIA DEL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA NÚMERO **********,…”.- “…Por ende es de observarse por lo previsto en el artículo 81 último párrafo de la Ley…, es procedente la figura de la PRESCRIPCION, beneficio de la compareciente por las probables causas en que hubiera incurrido en el desempeño de mis actividades laborales…,  debió de haber emitido en el acto que ahora se combate el respectivo cómputo de la fecha desde que la Autoridad tiene pleno conocimiento de los actos que se me atribuyen, o sea, a partir del Oficio **********,… que a su vez remitió el inicio del Expediente Administrativo de Investigación número **********, al… Contralor General del Estado, feneciendo a mi favor el término de la prescripción que invoqué desde un inicio, en virtud de que la autoridad notificó a la de la voz hasta el pasado ********** como se observa dentro del Anexo 2…”.- “Por consecuencia y por como resolvieron las demandadas de forma retroactiva violaron mis derechos humanos que protegen a la suscrita respecto a los artículos 13, 14, 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y como consecuencia debieron de resolver totalmente a mi favor con la procedencia de la prescripción planteada, situación que no sucedió, en la inteligencia que el inicio de los procedimientos incoados tanto  por el Contralor Interno de la Secretaria de Finanzas y el propio Contralor General del estado, no existe evidencia alguna de la que haya  tenido conocimiento alguno de los actos en que presuntamente me atribuyen irregularidades dentro de mis  actividades laborales,… AL PRESCRIPCION A QUE ALUDE  ESTE  PRECEPTO E INTERRUMPIRA AL INICIARSE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRTAVO PREVISTO POR EL ARTICULO 82 DE ESTA LEY. Por su parte el artículo 82 de la misma Ley señala lo siguiente: …”.- “Por ende  y como se demuestra con los artículos antes citados, se vuelve a reiterar que OPERO ADECUADAMENTE EL PLAZO DE LA PRESCRIPCION, DENTRO DEL PRESENTE ASUNTO. A lo anterior sirve de apoyo la siguiente tesis y/o jurisprudencia: …”
Concepto que una vez analizado resulta plenamente fundado y suficiente para decretar la ilegalidad del acto reclamado, esto con base en las consideraciones que se detallan: 

Lo anterior es así, pues si bien es cierto que las autoridades demandadas manifestaron en la resolución impugnada que en el presente caso existió una conducta continua o de tracto sucesivo; también lo es, que a partir de que oficiosamente o derivado de una queja se inició el Expediente Administrativo de Investigación número **********, por el Contralor Interno de la Secretaría de Finanzas, el cual forma parte integrante de la estructura administrativa de la Contraloría General del Estado, de acuerdo con lo previsto en los numerales 59 y 60 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la circunstancia de una conducta continua dejó de tener efectos para el cómputo y ejercicio de la facultad sancionatoria, que en la especie es de tres años, en términos de la fracción II del artículo 81 de la citada Ley de Responsabilidades aplicable al presente asunto, con el procedimiento indagatorio iniciado antes de la reforma del 10 de junio de 2014, el cual forma parte del Procedimiento Administrativo Disciplinario que concluye con la resolución que sanciona o absuelve, previa audiencia de ley, así establecido en las fracciones I y II del artículo 82 del dicho ordenamiento legal.
Por tanto, le asiste la razón a la accionante al manifestar que desde el **********, fecha en que se turnó al Contralor General del Estado el Expediente Administrativo de Investigación número **********, fecha en que se notificó el inicio del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********con oficio número **********, citándola para comparecer a la Audiencia de Ley, transcurrieron más de tres años y, en consecuencia, operó en su favor la prescripción de la facultad sancionadora de la Contraloría General del Estado.
Sin que sea procedente, alegar que dicho cómputo inició a partir de que se notificó el referido oficio citatorio, ya que era del conocimiento del Órgano Estatal de Control a través de uno de sus órganos internos competentes, la supuesta falta administrativa imputada a la hoy actora, que con antelación sí era de tracto sucesivo o continua hasta que se dio inicio al procedimiento indagatorio por el Contralor Interno, contando a partir de ahí el plazo de prescripción de sus facultades para sancionar; pues como se dijo, el Contralor Interno de la Secretaría de Finanzas forma parte integrante de la estructura administrativa de la Contraloría General del Estado y no puede considerarse ajena o diferente a la misma; por lo que se toma el inicio del cómputo, como se vio, a partir de que fue turnado el expediente de investigación.
De manera adicional, debe decirse que según se obtiene de las constancias de autos, mediante oficio citatorio número**********, se citó a la encausada para comparecer a la Audiencia de Ley el **********, iniciándose y suspendiéndose en la misma data; luego, dicha Audiencia continuó y concluyó el **********, citándose para resolver en esa fecha; dicha resolución, fue emitida el día **********y notificada hasta el ********** según se aprecia en dichas constancias, visibles en fojas 51 a la 470 de este sumario, con valor probatorio pleno conforme a lo dispuesto en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo en consulta.

Contrastado con lo anterior, el artículo 82 de la citada Ley de Responsabilidades, establece:

“ARTICULO 82. Las autoridades competentes conforme a esta Ley, impondrán las sanciones administrativas a que se refiere el Capítulo IV de este Título, mediante el siguiente procedimiento:

I. Citarán al presunto responsable a una audiencia, haciéndole saber la responsabilidad o responsabilidades que se le imputan; el lugar, día y hora en que se verificará dicha audiencia y su derecho a ofrecer pruebas; y alegar en la misma lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de un defensor.

En su caso, también asistirá a la audiencia el representante de la dependencia, entidad estatal, ayuntamiento o sus entidades, que para tal efecto designen.

Entre la fecha de la citación y la de audiencia deberá mediar un plazo no menor de cinco ni mayor de quince días hábiles;

II. Concluida la audiencia, la autoridad resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes, determinando la inexistencia de responsabilidad o imponiendo al infractor las sanciones administrativas correspondientes, y notificará la resolución dentro de los cinco días hábiles siguientes al servidor público imputado, al titular de la dependencia o entidad o al representante designado y, en su caso, al particular a favor de quien se hubiere decretado la reparación de los daños y perjuicios causados;…”
Del artículo 82, fracción II, del ordenamiento legal en estudio, tenemos que fija el plazo de 15 días hábiles para dictar la resolución correspondiente, sin establecer una consecuencia para el caso de no hacerlo en ese plazo; sin embargo, conforme al criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis de Jurisprudencia P./J. 31/2018 (10a.), con Registro: 2018416, de la interpretación conjunta de preceptos similares al señalado, se advierte que la consecuencia de que la autoridad no resuelva el procedimiento en el plazo legal, es la prescripción de su facultad punitiva y no la caducidad del procedimiento por inactividad procesal; de esta manera, el plazo atinente a la prescripción inicia una vez que se cometa la infracción, se suspende con los actos procesales que se realicen y se reinicia automáticamente el día siguiente a aquel en que se dejó de actuar, incluido el incumplimiento al plazo de la autoridad para la resolución del procedimiento disciplinario, pero únicamente por el tiempo remanente del plazo total prescriptivo, es decir, si la autoridad no resuelve dentro de los 15 días previa justificación, la consecuencia será la prescripción de su facultad sancionatoria, siempre y cuando haya transcurrido el plazo genérico de tres años a que se hizo alusión; habida cuenta que, el hecho de que la autoridad no resuelva en el plazo respectivo el procedimiento sancionatorio, podría significar un incumplimiento en sus obligaciones y deberes, por el que podría hacerse acreedora a la sanción disciplinaria que correspondiente. 
Aunado a lo anterior, la autoridad responsable del procedimiento sancionatorio no deberá emitir acuerdo o acto alguno tendente a interrumpir el plazo prescriptivo o dirigido a dilatar la resolución correspondiente, pues es un procedimiento en el que ya se ha cerrado la instrucción, existe la audiencia respectiva y únicamente está pendiente el dictado de la resolución en la que se determine la existencia o no de las responsabilidades fincadas a la hoy actora, lo que genera seguridad y certeza jurídica tanto a la ciudadanía como a la propia servidora pública investigada, pues se sabe con exactitud el momento en que la autoridad ya no podrá realizar acción alguna en contra del sujeto al procedimiento sancionatorio o, en su caso, imponer la sanción respectiva.
Así las cosas, además de los tres años transcurridos desde el **********, también transcurrieron siete meses a favor de la hoy actora; y luego, del **********, fecha en que se citó para resolver, hasta el **********, en que se notificó la resolución ahora impugnada, transcurrieron dos años y casi tres meses adicionales o complementarios al plazo prescriptorio, en caso de que hiciera falta mayor período. Esto es, transcurrieron casi seis años de inactividad procesal de la Contraloría General del Estado.
Resulta aplicable, la Jurisprudencia derivada de la Contradicción de tesis 361/2016, Época: Décima Época,  Registro: 2018416,  Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 60, Noviembre de 2018, Tomo I, Materia(s): Administrativa, Tesis: P./J. 31/2018 (10a.), Página: 12, que dice:  

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA CONSECUENCIA DE QUE LA AUTORIDAD NO RESUELVA EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO EN EL PLAZO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), ES LA PRESCRIPCIÓN DE SU FACULTAD PUNITIVA Y NO LA CADUCIDAD DE DICHO PROCEDIMIENTO POR INACTIVIDAD PROCESAL. El artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, vigente hasta el 18 de julio de 2017, dispone que el plazo para que prescriba la facultad punitiva de la autoridad es de 3 o 5 años, dependiendo de la gravedad de la infracción, según el caso, el cual empieza a correr una vez que se cometa ésta y se suspende con los actos procesales que se realicen, reanudándose desde el día siguiente al en que se hubiere practicado el último acto procedimental o realizado la última promoción; por su parte, el artículo 21, fracción III, del ordenamiento indicado fija el plazo de 45 días, con la posibilidad de ampliarlo por otro igual, para que la autoridad dicte la resolución correspondiente, sin establecer una consecuencia para el caso de que no se resuelva en ese plazo. En ese sentido, de la interpretación conjunta de los preceptos referidos se advierte que la consecuencia de que la autoridad no resuelva el procedimiento en el plazo legal es la prescripción de su facultad punitiva y no la caducidad del procedimiento por inactividad procesal; de esta manera, el plazo atinente a la prescripción inicia una vez que se cometa la infracción, se suspende con los actos procesales que se realicen y se reinicia automáticamente el día siguiente a aquel en que se dejó de actuar, incluido el incumplimiento al plazo de la autoridad para la resolución del procedimiento disciplinario, pero únicamente por el tiempo remanente del plazo total prescriptivo, es decir, si la autoridad no resuelve dentro de los 45 o 90 días previa justificación, la consecuencia será la prescripción de su facultad sancionatoria, siempre y cuando haya transcurrido el plazo genérico de 3 años o de 5 años, dependiendo de la gravedad de la infracción cometida; cabe destacar que el hecho de que la autoridad no resuelva en el plazo respectivo el procedimiento sancionatorio, podría significar un incumplimiento en sus obligaciones y deberes, por el que podría hacerse acreedora a la sanción disciplinaria que corresponda de conformidad con la fracción XXIV del artículo 8, en relación con el diverso 17, de la ley de la materia. Aunado a lo anterior, la autoridad responsable del procedimiento sancionatorio no podrá emitir ningún otro acuerdo o acto tendente a interrumpir el plazo prescriptivo o dirigido a dilatar la resolución correspondiente, pues es un procedimiento en el que ya se ha cerrado la instrucción, existe la audiencia respectiva y únicamente está pendiente el dictado de la resolución en la que se determine la existencia o no de las responsabilidades fincadas al servidor público de que se trate, lo que genera seguridad y certeza jurídica tanto a la ciudadanía como al propio servidor público investigado, pues se sabe con exactitud el momento en que la autoridad ya no podrá realizar alguna acción en contra del servidor sujeto a un procedimiento sancionatorio o, en su caso, imponer la sanción correspondiente..- Contradicción de tesis 361/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 13 de agosto de 2018. Mayoría de seis votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea separándose de las consideraciones, Eduardo Medina Mora I., Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado..- Tesis y criterio contendientes:.- Tesis 1a. CCXXXIX/2016 (10a.), de título y subtítulo: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA (ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LAS TESIS AISLADAS 1a. LXIII/2009 Y 1a. LXV/2009).", aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, octubre de 2016, página 512..- Tesis 1a. CCXL/2016 (10a.), de título y subtítulo: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL HECHO DE QUE LA AUTORIDAD SANCIONADORA NO DICTE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE DENTRO DEL PLAZO DE CUARENTA Y CINCO DÍAS O DE SU EVENTUAL AMPLIACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, ACTUALIZA LA FIGURA DE LA CADUCIDAD (ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA TESIS AISLADA 1a. CLXXXVI/2007).", aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, octubre de 2016, página 514..- Tesis 2a./J. 85/2006, de rubro: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD SANCIONADORA DE LA AUTORIDAD COMPETENTE NO CADUCA UNA VEZ TRANSCURRIDO EL PLAZO DE 45 DÍAS HÁBILES QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA O EL DE AMPLIACIÓN QUE SEÑALA EL PROPIO PRECEPTO.", aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, julio de 2006, página 396..- El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el amparo directo en revisión 6772/2015..- El Tribunal Pleno, el veintidós de octubre en curso, aprobó, con el número 31/2018 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintidós de octubre de dos mil dieciocho..- Esta tesis se publicó el viernes 16 de noviembre de 2018 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del miércoles 21 de noviembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.”
Por tanto, resulta ilegal la resolución impugnada de fecha **********ello ante su falta de eficacia, por la prescripción de las facultades sancionatorias de la autoridad demandada.

En ese contexto, resulta innecesario el estudio de los conceptos de impugnación restantes, en acatamiento por analogía, al criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la Página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, Tesis 3, Séptima Época; que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja. …”

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria determina que la resolución impugnada, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el numeral 95 fracciones II, III y IV, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; por lo que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 96 del propio ordenamiento legal, considera procedente decretar como en efecto se hace, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la Resolución de fecha ********** dictada dentro del  Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número **********por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; así como la NULIDAD LISA Y LLANA de la misma, dejándola sin efecto legal alguno.

En ese orden de ideas, con el objeto de cumplir con lo dispuesto por el artículo 97 de la invocada Ley de Justicia Administrativa, el cual dispone que de ser favorable la sentencia al actor, esta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieran sido indebidamente afectados o desconocidos; se establecen los siguientes lineamientos:

1.- El Contralor General del Estado, o en su caso, la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, en el ámbito de su competencia, deberán cancelar cualquier registro o inscripción efectuada respecto de las sanciones impuestas a la hoy actora, ante el Registro de Servidores Públicos Sancionados que se lleva en esa Dependencia, y solicitar la respectiva cancelación, ante el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados, que se lleva en la Auditoría Superior del Estado.

2.- El Contralor General del Estado, o en su caso, la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, en el ámbito de su competencia, en caso de que se hubiere ejecutado la sanción de suspensión del empleo, cargo o comisión de cinco meses y dieciocho días que le fue impuesta, deberá ordenar que se paguen a la parte actora los haberes dejados de percibir con motivo de la misma; debiendo informar en su oportunidad procesal a esta Sala Unitaria las gestiones generadas al respecto, para dar seguimiento al cumplimiento o ejecución de sentencia.

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause estado esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36, 37 y Transitorio Quinto, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 252, 253, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de la misma, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo de esta sentencia. 
TERCERO.- En su oportunidad procesal, prevéngase a las Autoridades Demandadas por el cumplimiento de la presente Sentencia.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
